Tercera Clase

Sistema de Protección Universal de los Derechos Humanos

Los horrores cometidos en el marco de la segunda guerra mundial motorizaron la creación de las Naciones Unidas. La barbarie perpetrada por el nazismo generó en la comunidad internacional un consenso generalizado respecto de la existencia de un cúmulo de Derechos Humanos Universales que debían ser protegidos y garantizados por todas las naciones en su jurisdicción interna, pero también globalmente. “Se dio así un importante avance en lo que se ha llamado la declinación del principio de soberanía absoluta del estado y la incorporación de los individuos en el Derechos Internacional.” (Chipoco, 1994: 176). Surge entonces el principio de Jurisdicción Universal.

El Principio de Jurisdicción Universal establece la obligación de los Estados de investigar y enjuiciar personas sospechosas de crímenes calificados como graves desde el punto de vista del derecho internacional, sin tener en cuenta la nacionalidad del autor o de las víctimas, ni el lugar de comisión del delito. Son crímenes de tal magnitud que todos los Estados tienen la responsabilidad de perseguirlos y castigarlos. 

Permítanme desarrollar un poco más en extenso el desarrollo de este principio a lo largo de la historia y su aplicación efectiva, para sí luego continuar con la estructura y características del Sistema Internacional de Protección.

Principio de Jurisdicción Universal

Tradicionalmente, los tribunales de un Estado sólo tenían jurisdicción sobre las personas que habían cometido un crimen en su propio territorio (jurisdicción territorial); pero, con el paso del tiempo, el derecho internacional ha ido reconociendo que los tribunales pueden tener ciertas formas de jurisdicción extraterritorial, como son las que se ejercen sobre los delitos cometidos fuera de su territorio por los nacionales de un Estado (jurisdicción respecto de la persona activa), sobre los delitos contra los intereses esenciales del Estado en materia de seguridad (jurisdicción por el principio de protección) y, aunque en este caso la jurisdicción sea rechazada por algunos Estados, sobre los delitos cometidos contra los nacionales del propio Estado (jurisdicción respecto de la persona pasiva). Asimismo, empezando con la piratería en alta mar, el derecho internacional comenzó a reconocer que los tribunales de un Estado podían ejercer en nombre de toda la comunidad internacional la jurisdicción sobre ciertos delitos graves comprendidos en el derecho internacional que eran motivo de preocupación internacional. Dado que tales delitos amenazaban la totalidad de la estructura internacional del derecho, todo Estado donde las personas sospechosas de tales delitos se encontraran podía llevarlas a los tribunales. El derecho y las normas internacionales permiten y, en algunos casos, exigen ya a los Estados ejercer su jurisdicción sobre las personas sospechosas de ciertos delitos graves comprendidos en el derecho internacional, independientemente del lugar donde se hayan cometido esos delitos (incluso si es el territorio de otro Estado), de que los sospechosos o las víctimas no sean nacionales suyos o de que los delitos no hayan representado una amenaza directa a los intereses concretos del Estado en materia de seguridad (jurisdicción universal).

Los cuatro Convenios de Ginebra de 1949 para la protección de las víctimas de conflictos armados (Base del Derechos Internacional Humanitario), que han sido ratificados por casi todos los Estados del mundo, exigen a cada Estado Parte buscar a los sospechosos de cometer u ordenar cometer infracciones graves de lo dispuesto en ellos, enjuiciarlos ante sus tribunales nacionales, extraditarlos a Estados en los que exista una causa contra ellos o entregarlos a un tribunal penal internacional.

También se reconoce ya ampliamente que, en virtud del derecho internacional consuetudinario (derecho emanado de la costumbre internacional) y de los principios generales del derecho, los Estados pueden ejercer la jurisdicción universal sobre los sospechosos de genocidio, crímenes de lesa humanidad, otros crímenes de guerra distintos de las infracciones graves de los Convenios de Ginebra cometidos en conflictos armados internacionales y crímenes de guerra cometidos en conflictos armados de carácter no internacional, ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas o tortura. Los crímenes de lesa humanidad, definidos ya en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (Estatuto de Roma), incluyen los actos siguientes si se comenten de manera generalizada o sistemática: asesinato, exterminio, esclavitud, deportación o traslado forzoso de población, encarcelamiento y otra privación grave de la libertad física en violación de normas fundamentales de derecho internacional, tortura, violación otras formas de violencia sexual, persecución, desaparición forzada, apartheid y otros actos inhumanos.

Asimismo, se reconoce cada vez más que los Estados no sólo están facultados para ejercer la jurisdicción universal sobre estos crímenes, sino que también tienen el deber de hacerlo o de extraditar a los sospechosos a Estados dispuestos a ejercer esa jurisdicción. Por ejemplo, la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas, Crueles, Inhumanos o Degradantes (Convención contra la Tortura), adoptada en 1984, exige a los Estados Partes enjuiciar ante sus propios tribunales a los sospechosos de tortura que se encuentren en su territorio o extraditarlos a un Estado que pueda y quiera hacerlo.

El ejercicio de la jurisdicción universal por los tribunales nacionales sobre delitos cometidos durante la posguerra. 

Durante muchos años, la mayoría de los Estados no concedieron a sus tribunales tal jurisdicción en virtud del derecho interno. Al final, varios Estados, en su mayoría latinoamericanos, promulgaron leyes que estipulaban el ejercicio de la jurisdicción universal sobre ciertos delitos comprendidos en el derecho internacional cometidos con posterioridad a la Segunda Guerra Mundial. Entre ellos figuraban Alemania, Austria, Bélgica, Bolivia, Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Dinamarca, Ecuador, El Salvador, España, Francia, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Noruega, Panamá, Perú, Suiza, Uruguay y Venezuela. Muy pocos de estos Estados ejercieron alguna vez tal jurisdicción. 

Sin embargo, en los últimos años, empezando con el establecimiento de los tribunales penales internacionales para la ex Yugoslavia y Ruanda (Tribunales de Yugoslavia y Ruanda) en 1993 y 1994, los Estados han comenzado por fin a cumplir las obligaciones contraídas en virtud del derecho internacional de promulgar una legislación que permita a sus tribunales ejercer la jurisdicción universal sobre delitos graves comprendidos en el derecho internacional y de ejercer tal jurisdicción. En Alemania, Austria, Dinamarca, los Países Bajos, Suecia y Suiza, los tribunales han ejercido la jurisdicción universal sobre delitos graves comprendidos en el derecho internacional cometidos en la antigua Yugoslavia. En Bélgica, Francia y Suiza, se han abierto investigaciones criminales o iniciado procesamientos por genocidio, crímenes contra la humanidad o crímenes de guerra cometidos en 1994 en Ruanda, en respuesta a la Resolución 978 del Consejo de Seguridad de la ONU, que insta a los Estados a detener y recluir, de acuerdo con su derecho interno y las normas pertinentes del derecho internacional y en espera de su procesamiento por el Tribunal de Ruanda o por las autoridades nacionales, a las personas que se encuentren en su territorio contra las que haya pruebas suficientes de su responsabilidad en actos de la competencia del Tribunal de Ruanda. 

Italia y España han abierto investigaciones criminales sobre casos de tortura, ejecución extrajudicial y desaparición forzada ocurridos en Argentina en los años setenta y ochenta. España, así como Bélgica, Francia y Suiza, ha pedido la extradición desde el Reino Unido de ex jefe del Estado de Chile Augusto Pinochet, contra quien que se ha dictado acta de acusación por esos delitos. El 24 de marzo de 1999, la Cámara de los Lores del Reino Unido resolvió que no gozaba de inmunidad procesal penal por los cargos de tortura y conspiración para la tortura que se le imputaban, y el ministro del Interior ha permitido que los tribunales examinen la solicitud española de extradición por esos cargos.

Instrumentos fundacionales, características y estructura de Naciones Unidas


La Carta de las Naciones Unidas es el documento por medio del cual se constituye Naciones Unidas. Como ya se ha planteado, los crímenes cometidos bajo la segunda guerra mundial generaron un consenso generalizado sobre la existencia de un mínimo de derechos de las personas que debían ser respetados por la comunidad internacional en su conjunto. El paso hacia una regulación internacional, abandonando la facultad casi absoluta de los estados para dirigir sus asuntos internos, constituyó un profundo avance en la creación del paradigma de los derechos humanos.


La Carta, que hoy tiene el status jurídico de un tratado, proclama que uno de los propósitos de las Naciones Unidas es desarrollar y estimular el respeto por los Derechos Humanos. Sin embargo, no hubo precisión en la definición de Derechos Humanos ni en la misión de las Naciones Unidas. De todos modos sus logros fueron enormes, se inició así la construcción de un Sistema de Protección Universal de los Derechos Humanos. 

La Declaración Universal fue elaborada por la Comisión de Derechos Humanos en el afán de especificar los contenidos de la Carta. Tanto la postura occidental que impulsaba los derechos individuales, como la sostenida por el bloque Soviético, que acentuaba los derechos económicos, sociales culturales, quedaron plasmadas en la Declaración. Ya nos hemos referido al debate sobre la naturaleza jurídica de la Declaración, me permito así avanzar en la estructura de la Organización. 

Luego de la Declaración vinieron en 1966 los Pactos de Derechos Civiles y Políticos, y de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Estos otorgarían carácter vinculante al compromiso asumido por los Estados ante la Declaración. Como planteamos en otro momento el trasfondo político de la guerra fría dio como resultado que uno de los Pactos (Civiles y Políticos) resultara obligatorio, mientras que el otro (Económicos, Sociales y Culturales) obligara a los Estados a garantizar tales derechos en la medida de los recursos existentes. 


Existen también otros Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos que abordan temáticas específicas: Convención para la prevención y Sanción del Delito de Genocidio (julio de 1948), Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (diciembre de 1965), Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (diciembre de 1979), entre otros. 


La implementación del Derecho Internacional requiere medios para controlar su aplicación. En este sentido, tanto el sistema de protección establecido por la Carta como el sistema de protección generado por los pactos y otros tratados han creado sus propios mecanismos e instancias de control.  Cabe resaltar que el Sistema de Protección Universal es subsidiario del nacional. Es decir, solo se puede recurrir a él una vez agotadas las instancias internas. Sin embargo existen excepciones a la regla, por ejemplo ante situaciones de dictadura donde recurrir a la justicia puede ser peligroso, o cuando los recursos  no existen o son ineficaces.


Retomando, el órgano central en materia de Derechos Humanos en el marco de las Naciones Unidas es el Consejo de Derechos Humanos, dependiente de la Asamblea General, órgano supremo de la Organización. 
Consejo de Derechos Humanos

El Consejo de Derechos Humanos, creado por la resolución 60/251 de abril de 2006, vino a reemplazar a la criticada Comisión de Derechos Humanos. Esta transformación se da en el marco de un profundo proceso de reforma de Naciones Unidas
. 


La Comisión fue ampliamente criticada por su alto grado de politización, por haberse convertido en un foro duro de debate político y diplomático lo que generó muchas críticas respecto de la falta de credibilidad y eficacia del órgano. No obstante, la Comisión ha dejado un legado sumamente positivo. El establecimiento de los principales tratados de derechos humanos y la creación de instrumentos internacionales de protección, como los denominados procedimientos especiales y mandatos constituyen solo algunos ejemplos.


El objetivo de la reforma en el ámbito específico de los derechos humanos radica en el fortalecimiento del Sistema de Protección. Una de las principales ventajas de la resolución es que el Consejo de Derechos Humanos ocupa una posición muy superior en el seno de la Organización de Naciones Unidas que la antigua Comisión. El nuevo órgano es subsidiario de la Asamblea General, ya no del Consejo Económico y Social (ECOSOC)
.

Pero esa no es la única modificación, respecto de la forma mediante la cual son seleccionados los Estados miembros del Consejo, mientras que antes, los miembros de la Comisión eran preseleccionados a puerta cerrada y después “elegidos” por aclamación, ahora, los nuevos miembros del Consejo tienen que competir por asientos, y los candidatos que triunfan tienen que ganar el apoyo de la mayoría de los estados miembros, mediante voto secreto. Son 47 los Estados miembros del Consejo.


La resolución que establece el Consejo subraya la importancia de dar fin al doble standard, un problema que plagó a la Comisión pasada. Lo que los debates politizados del pasado trataban de ocultar es el hecho irrefutable de que todos los estados tienen problemas de derechos humanos y que todos deben ser responsabilizados por sus deficiencias. Con este propósito, un mecanismo de revisión periódica universal ofrecerá al Consejo la oportunidad de examinar los registros de los 191 estados miembros de las Naciones Unidas. Este es un desarrollo muy importante del potencial para mejorar los derechos humanos en todo el mundo.


Posiblemente lo más importante es que el Consejo se reunirá a lo largo del año mientras que la Comisión se limitaba a seis semanas, lo cual afectaba de forma importante su efectividad y flexibilidad. Con este valioso tiempo adicional, el Consejo tendrá la capacidad para emprender iniciativas de prevención que permitan desactivar crisis emergentes, y para dedicar atención particular a organizar una capacidad de respuesta en el campo en situaciones donde se observen las primeras señales de una crisis de derechos humanos. El Consejo también cuenta con un mecanismo mejorado para reunirse con el propósito de hacer frente a crisis urgentes de derechos humanos en tiempo real.


Respecto de los mecanismos creados por la Comisión (Relatores, Comités, etc.) se resolvió su permanencia y  transferencia al Consejo de Derechos Humanos. Sin embargo, este aporte positivo para mantener los logros de la Comisión no es una garantía definitiva. Próximamente serán revisados para evaluar cómo continuar. La revisión que se efectúe transcurrido un año esperamos que tenga por objetivo mantener y mejorar el sistema de protección de derechos humanos. 


Mencionaba previamente que el nuevo Consejo mantendrá los instrumentos y procedimientos especiales creados por la Comisión, permítanme explicarles de qué se trata esto. 

Existen 7 Convenios principales:

-Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (HRC)
-Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CESCR)
-Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial (CERD)
-Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW)
-Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (CAT)
-Convención sobre los Derechos del Niño (CRC)
-Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares (CMW)

Cada Tratado tiene un órgano de control denominado Comité compuesto por expertos independientes quienes supervisan la aplicación de la Convención por parte de los Estados Partes que la han ratificado. Todos los Estados Partes deben presentar al Comité informes periódicos sobre la manera en que se ejercitan los derechos. Inicialmente, los Estados deben presentar un informe un año después de su adhesión a la Convención, y luego cada cinco años. El Comité examina cada informe y expresa sus preocupaciones y recomendaciones al Estado Parte en forma de "observaciones finales". 

Por otra parte, cuatro de los comités (HRC, CERD, CAT y CEDAW) pueden, bajo ciertas condiciones, recibir peticiones de individuos que reclaman que sus derechos consagrados en los tratados han sido violados.
Procedimientos especiales


La Comisión de Derechos Humanos y el Consejo Económico y Social (ECOSOC) han establecido varios procedimientos y mecanismos extraconvencionales que se han confiado bien a grupos de trabajo compuestos por expertos que actúan a título personal, o bien a particulares independientes denominados relatores especiales, representantes o expertos. 


Los mandatos conferidos a esos procedimientos y mecanismos consisten en examinar y vigilar ya sea la situación de los derechos humanos en países o territorios específicos (los llamados mecanismos o mandatos por país) o fenómenos importantes de violaciones de los derechos humanos a nivel mundial (los mecanismos o mandatos temáticos), e informar públicamente al respecto en ambos casos. Esos procedimientos y mecanismos se denominan colectivamente Procedimientos Especiales.
 
Subcomisión de Derechos humanos

La Subcomisión de Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas, principal órgano subsidiario de la anterior Comisión de Derechos Humanos, fue establecida en 1947 con 12 miembros. Originalmente denominada “Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías”, recibió su nuevo nombre en 1999. 


En la actualidad, está conformada por 26 expertos independientes en la esfera de los derechos humanos, elegidos teniendo en cuenta la distribución geográfica equitativa, y que actúan a título personal. 

Las principales funciones de la Subcomisión son realizar estudios sobre cuestiones de derechos humanos, formular recomendaciones relativas a la prevención de cualquier tipo de discriminación relativa a los derechos humanos y las libertades fundamentales, y la protección de las minorías raciales, nacionales, religiosas y lingüísticas, y llevar a cabo toda otra función que se le pueda encomendar. Los estudios efectuados se han centrado en varios aspectos de la realización de los derechos humanos, la administración de justicia, la lucha contra la discriminación y la protección de las minorías, las poblaciones indígenas y otros grupos vulnerables. La Subcomisión suele describirse como “el grupo de expertos”.


Por último, para realizar una denuncia ante Naciones Unidas se puede o bien utilizar el recurso de los Comités, si el Estado ha ratificado los protocolos que habilitan a realizar denuncias por parte personas o grupo de personas a ese Comité; o bien a los procedimientos especiales. Estos últimos no necesitan haber sido reconocidos por el Estado.  En la denuncia deberán constar los datos particulares, una descripción del hecho y los derechos violados por parte del Estado. Si la comunicación es considerada admisible, tanto el Comité como los expertos de los procedimientos especiales se comunicarán al Estado para pedir respuesta.

Hasta aquí intentamos hacer una breve descripción sobre la estructura de Naciones Unidas en lo relativo a Derechos Humanos para que conozcan la riqueza del Sistema de Protección Universal. A continuación abordaremos el Sistema de Protección Regional (Sistema Interamericano-OEA) muy recurrido por los Argentinos.

Sistema Regional de Protección de los Derechos Humanos- OEA
El Sistema Interamericano, Sistema de Protección Regional de los Derechos Humanos, se basa en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica). La Convención, que entró en vigencia en 1978, creó la Corte y estableció el sistema moderno de dos órganos de protección: Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH- órganos principal en materia de derechos humanos de la OEA) y Corte Interamericana de Derechos Humanos.

La CIDH está integrada por siete miembros independientes que se desempeñan en forma personal, que no representan a ningún país en particular y que son elegidos por la Asamblea General. La Comisión recepta y procesa denuncias o peticiones por violaciones a la Convención Americana (carácter vinculante) y a la Declaración Americana (por su carácter consuetudinario se ha vuelto prácticamente vinculante).


Las funciones de la CIDH son, entre otras:

a)   Recibir, analizar e investigar peticiones individuales que alegan violaciones de los derechos  humanos, según lo dispuesto en los artículos 44 al 51 de la Convención. 

b)    Observar la vigencia general de los derechos humanos en los Estados miembros, y cuando lo considera conveniente publica informes especiales sobre la situación en un estado en particular. 

c)    Realiza visitas in loco a los países para profundizar la observación general de la situación, y/o para investigar una situación particular. Generalmente, esas visitas resultan en la preparación de un informe respectivo, que se publica y es enviado a la Asamblea General. 

d)    Hacer recomendaciones a los Estados miembros de la OEA sobre la adopción de medidas para contribuir a promover y garantizar los derechos humanos. 

e)    Requerir a los Estados que tomen "medidas cautelares" específicas para evitar daños graves e irreparables a los derechos humanos en casos urgentes. Puede también solicitar que la Corte Interamericana requiera "medidas provisionales" de los Gobiernos en casos urgentes de peligro a personas, aún cuando el caso no haya sido sometido todavía a la Corte. 

f)    Someter casos a la jurisdicción de la Corte Interamericana y actúa frente a la Corte en dichos litigios. 

g)    Solicitar "Opiniones Consultivas" a la Corte Interamericana sobre aspectos de interpretación de la Convención Americana.


Una de las funciones más importantes de la Comisión es el examen de peticiones individuales que alegan violaciones de un derecho protegido por parte del Estado (función “a”). En este sentido, la Comisión tiene una función de mediación: invita al peticionario y al Estado para explorar una “solución amistosa”. Si se acuerda se termina el caso, si tal resultado no es posible, la Comisión puede recomendar al Estado medidas específicas para remediar la violación. Si un Estado no sigue las recomendaciones, la Comisión tiene la opción de hacer público su informe o llevar el caso a la Corte Interamericana, siempre y cuando el Estado en cuestión haya aceptado la jurisdicción obligatoria de la Corte.

La Comisión generalmente realiza dos períodos ordinarios de sesiones al año, cada uno de tres semanas de duración. En 2006 tuvo, además, una sesión extraordinaria en Guatemala. Durante su primera sesión de 2006, que tuvo lugar del 27 de febrero al 17 de marzo, la Comisión sostuvo 55 audiencias sobre casos y peticiones individuales, y recibió información de individuos, organizaciones y representantes de los Estados miembros, sobre los derechos humanos en la región. 


Por otra parte, la Comisión ha nombrado relatores especializados en temas específicos. El año pasado, creó una relatoría sobre los derechos de personas afrodescendientes y contra la discriminación racial. Otros relatores analizan e informan sobre los derechos de la niñez, la mujer, los pueblos indígenas, los trabajadores migratorios, personas privadas de libertad, personas desplazadas y sobre la libertad de expresión. La Comisión también cuenta con una unidad especial para defensoras y defensores de derechos humanos.


Por su parte, la Corte es una institución judicial autónoma de la OEA, se reúne 4 veces al año y está integrada por 7 jueces. Su objetivo principal es la aplicación e interpretación de la Convención. Cumple con su objetivo a través de la resolución de casos en los que se alegue una violación a la Convención Americana o sus protocolos. Cabe remarcar que sólo recibe casos provenientes de la Comisión o por un Estado Parte, los particulares no pueden presentar casos ante la Corte. Además de conocer los casos presentados y dictar sentencia, la Corte ejerce funciones consultivas al interpretar la Convención Americana y otros tratados sobre derechos humanos vigentes en el hemisferio. 


El Sistema de Protección Regional de Derechos Humanos, al igual que el Sistema Universal, es subsidiario de la justicia local. Esto quiere decir que sólo se podrá recurrir a él una vez agotadas las instancias nacionales. También en este caso hay excepciones: la no existencia del debido proceso legal en la legislación interna, que el lesionado no pueda acceder a dichos recursos y el retardo injustificado. 


En cuanto al procedimiento: una vez recibida una denuncia por parte de la Comisión, examina la admisibilidad del caso. La petición no puede estar pendiente en otros procedimientos internacionales para ser aceptada. La denuncia no es necesario que la realice la víctima, lo puede hacer otra persona, grupo de personas u ONG. En la instancia de la Corte necesita del consentimiento de la víctima. La presentación debe hacerse durante los 6 meses de ocurrida la violación. En la denuncia debe constar el nombre de la víctima, describir la circunstancia de violación, el derecho violado y hacer una acusación a uno o más agentes del Estado Parte de la OEA, la denuncia debe estar firmada (aunque el nombre del denunciante será confidencial a menos que se autorice expresamente a su difusión). La denuncia se puede enviar por carta o vía internet.

Situación de los países 


Según la Carta de la OEA, todos los países miembros están sujetos a la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. Además, una mayoría de los Estados miembros han ratificado la Convención Americana sobre Derechos Humanos y han aceptado la jurisdicción de la Corte Interamericana. Los siguientes países son parte de la Convención Americana: Argentina, Barbados, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Dominica, Ecuador, El Salvador, Granada, Guatemala, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Suriname, Uruguay y Venezuela. 


Los países que han aceptado la jurisdicción obligatoria de la Corte Interamericana son: Argentina, Barbados, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Suriname, Uruguay y Venezuela. 


En esta clase revisamos la estructura de Naciones Unidas en lo referido a Derechos Humanos y el Sistema de Protección Regional. Entiendo que puede resultar un tanto abstracto, un poco difícil para comprender cómo se accede y trabaja con estos recursos. Por eso les dejo en la bibliografía complementaria una comunicación que desde la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos (APDH) enviamos al Grupo de Trabajo (GT) sobre Desapariciones Forzadas de Personas (uno de los procedimientos especiales del que les hablé anteriormente) por el caso López. A partir de esta denuncia el GT se comunicó con el Estado Argentino para pedir información al respecto y exigir que se investigue de manera urgente lo sucedido. 

También les agrego en la bibliografía complementaria el formulario de denuncia para enviar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 


Por último, les dejamos la tercera y última consigna de trabajo.


Esperamos les haya interesado la temática propuestas, estamos a disposición para consultas, inquietudes, aportes. Ha sido un placer…
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2º Consigna de Trabajo

1. Describir un caso nacional de los últimos dos años donde hubieren ocurrido una o más violaciones a los Derechos Humanos.

2. Enunciar qué derechos fueron violados en el orden nacional, en el orden regional y en el orden internacional. Hacer eferencia a los instrumentos jurídicos donde están protegidos los derechos vulnerados.

3. Explicar de que manera se puede demandar el caso internamente, ¿a qué instancias de la justicia nacional se puede recurrir para obtener la reparación?

4. Si el caso no se hubiera podido resolver internamente describir cómo se puede realizar la denuncia en el plano regional (Sistema Interamericano). Si el caso se hubiere resuelto internamente, de todos modos hipotetizar la demanda externa y la resolución dada por esa vía. 

Extensión aproximada del trabajo 3 hojas.

� Para más información sobre el proceso de reforma de NU pueden consultar las siguientes páginas: 


� HYPERLINK "http://www.un.org/reform/hr-council.html" �http://www.un.org/reform/hr-council.html�


� HYPERLINK "http://www.ohchr.org/english/bodies/chr/index.htm" �http://www.ohchr.org/english/bodies/chr/index.htm�


� HYPERLINK "http://www.ohchr.org/english/press/hrc/index.htm" �http://www.ohchr.org/english/press/hrc/index.htm�





� Para ver un organigrama de Naciones Unidas ir a: http://www.cinu.org.mx/onu/estructura/organigrama.htm
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